 LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :
ARTICULO 1º: Instituyese una asignación no contributiva, de carácter asistencial, complementaria  y vitalicia para todas las beneficiarias de la Ley Nº 8107, sus  normas reglamentarias y concordantes,  que tendrá como efecto la sustitución de las prestaciones originadas en dicha norma y en ningún caso implicará la disminución en el monto de los haberes que actualmente perciben las personas comprendidas en ese  régimen. 

ARTICULO 2º:  El financiamiento integral de la asignación creada en el Artículo precedente será ejecutado con los recursos oportunamente asignados para el pago de las prestaciones originadas en la Ley Nº 8107. El Estado provincial asumirá subsidiariamente con fondos de la Tesorería de la Provincia el sostenimiento integral   de la asignación instituida, garantizando su pago regular y preferente dentro del cronograma fijado mensualmente para el pago de salarios y jubilaciones. 

ARTICULO 3º:  La prestación  instituida por la presente Ley será compatible con el goce del beneficio previsional concedido por la ANSES al amparo de las Leyes Nacionales Nºs: 24476 y 24994, sus disposiciones reglamentarias, complementarias y concordantes. 

ARTICULO 4º:  La Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia podrá suscribir los acuerdos y realizar las actuaciones que resultaren necesarias con la Administración Nacional de la Seguridad Social , para asegurar la  compatibilidad de la prestación  creada por la presente Ley  con las que otorga dicho organismo nacional.  Una vez suscrito el acuerdo entre las partes, el Poder Ejecutivo provincial remitirá a la Legislatura el respectivo convenio dentro del plazo de diez días hábiles,  a los fines de su ratificación legislativa.

ARTICULO 5º:  La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Entre Ríos reincorporara al  régimen provincial  creado por la Ley Nº 8107 a las beneficiarias que hubieran renunciado a dicha prestación, dentro de los diez días hábiles a partir de la ratificación legislativa del acuerdo referido en el Articulo precedente.

ARTICULO 6:  Comuníquese, etc..

FUNDAMENTOS

                          El presente Proyecto de Ley tiene por objeto procurar una solución ante la controversia planteada por la ANSES  que invoca una supuesta  incompatibilidad entre   la percepción del beneficio  otorgado a  las amas de casa  según   la normativa previsional nacional contenida en las leyes Nºs. 24241, 24476 y 25994 y  el consagrado por la Ley provincial Nº  8107, causando un agravio moral, económico y de salud alarmante  a ese sector particularmente vulnerable de nuestra sociedad.

                        Esta situación se planteó en agosto de 2008 cuando la ANSES remitió intimaciones a las beneficiarias conminándolas a optar entre ambos beneficios, reiniciándose el cobro pacífico de ambas prestaciones luego del diálogo mantenido con el entonces titular de ANSES –Lic. Amado Boudou-.  Sin embargo, se reinstala la cuestión, generando desconcierto, zozobra y real estado de desesperación cuando se dispone lisa y llanamente la BAJA  de los beneficios con efectos retroactivos al momento de su otorgamiento  y la procedencia de los descuentos consiguientes, afectando a un importante número de amas de casa.

                       Son alrededor de  nueve mil (9000)  mujeres, las beneficiarias del sistema provincial y que oportunamente realizaron los trámites exigidos por la normativa nacional y en consecuencia la ANSES les acordó la jubilación sin aportes previos, descontándoles –a algunas desde el año 2006- mensualmente en concepto de cuota moratoria el equivalente a los aportes no realizados con anterioridad.  Esto implica que en ningún caso perciben el haber mínimo jubilatorio nacional en su integridad, recibiendo por otra parte en concepto de pago por el beneficio provincial la suma de pesos trescientos veinte ($320) inamovible desde hace cinco años.

                    La percepción de ambos beneficios cuenta con suficientes fundamentos de orden jurídico y jurisprudencial, con respecto a esta última materia encontramos Fallos que se pronunciaron a favor de la compatibilidad de estos beneficios, así en los casos judicializados a través de acciones de Amparo, tanto el Juzgado Federal y las Cámaras de la Seguridad Social, resultan favorables a las peticionantes, sosteniendo que la ANSES carece de facultades para suspender beneficios expresamente concedidos.

                    En cuanto a la naturaleza jurídica del beneficio provincial, este es más afín a lo graciable que a lo previsional, en cuanto no se trata de un sistema estrictamente jubilatorio sino contributivo-graciable, lo que se confirma porque el financiamiento está a cargo casi totalmente del Estado provincial, no está incluido en el presupuesto de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, el haber que perciben las amas de casa no alcanza el mínimo de los pasivos provinciales y no están incluidas en la cobertura del IOSPER.

                    Dichas características particulares confirman que no se trata de una jubilación en sentido estricto, sino que podríamos decir, más acertadamente, que se trata de una “asistencia  complementaria“ del Estado provincial, con mayor afinidad a la categoría de “prestación compensatoria” que define  la Ley Nº 24241 – Art 23. – como un elemento no excluyente de la percepción del beneficio nacional.

                     También podemos decir en  defensa de la compatibilidad de ambos regímenes que, nuestra provincia no adhirió al sistema de reciprocidad respecto puntualmente a las amas de casa, que quedó excluido de todos los convenios en este sentido, en consecuencia, se admite tácitamente la supuesta acumulación de beneficios de diferente jurisdicción. Caso contrario, debería modificarse el haber jubilatorio de las amas de casa con el cómputo de los años aportados al sistema provincial, hecho que no ocurre.

                     Además de lo que se expresa en los párrafos anteriores, hay que agregar la innegable legitimidad social de esta reivindicación que constituye el más justo reconocimiento por parte de la sociedad en su representación jurídica que es el Estado, al trabajo milenario –aunque no registrado en las estadísticas económicas- de las mujeres dentro de la familia para hacer posible el funcionamiento cotidiano de la comunidad.

                     Con este accionar el Estado nacional está exponiendo a miles de mujeres entrerrianas mayores de 65 años, con demandas de atención de salud y alimentarias que en muchos casos exceden el magro monto percibido en concepto de los dos beneficios en cuestión,  a una situación de abandono en los términos que tipifica nuestro Código Penal el delito de “abandono de personas”.  Ante las consideraciones expuestas, urge tomar una iniciativa que permita proteger a este sector vulnerable de nuestra  sociedad, por ello solicito a los Sres. Senadores acompañen con su voto favorable el presente Proyecto.

